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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia, la impugnación interpuesta por la accionante contra el fallo de tutela proferido el veintidós (22) de agosto de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, dentro de la acción constitucional interpuesta por la ciudadana GLORIA PATRICIA VÉLEZ RÍOS en contra de la Red de Solidaridad Social.

2.- DEMANDA 

Acudió la accionante ante el Juzgado Tercero de Control de Garantías de esta ciudad y relató que a raíz de un atentado que se hizo a su grupo familiar en el Municipio de Pijao (Qdío), tuvieron que desplazarse inicialmente hasta Carepa (Ant.) donde hicieron las gestiones para ser inscritos como desplazados. Posteriormente decidieron trasladarse hasta Dosquebradas (Rda.) y hasta el momento la Red de Solidaridad de este Departamento no les ha suministrado la ayuda que requieren. Han estado durante tres (3) meses deambulando y que lo único que les han dicho es que por no haber esperado el dinero de la reubicación no tenían derecho a otro beneficio. 

3.- FALLO 

El señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, tuvo en cuenta las versiones aportadas a la foliatura por parte de accionante y entidad accionada para concluir que ningún derecho se había afectado en el presente caso.

En su razonamiento, partió de preguntarse si a la Red de Solidaridad correspondía cubrir la atención de vivienda, salud y educación que reclamaba la actora, quien aparecía registrada como desplazada desde hacía más de tres (3) años en Apartadó (Ant.).

Tuvo en cuenta que no existía documento alguno que permitiera concluir que la señora VÉLEZ RÍOS había solicitado formalmente la inclusión en alguno de los programas o proyectos que la entidad accionada mantiene. Estimó que la ayuda prestada por el Estado, tenía un límite temporal de tres (3) meses, el cual se podía ampliar por otro lapso igual en circunstancias excepcionales; la filosofía del sistema era brindar por parte del Estado un aliciente que permitiera al afectado, dejar de preocuparse por el sostenimiento de su grupo familiar mientras emprendía las acciones tendientes a obtener una fuente de sustento para él y los suyos. Por ello, no aparecía clara la condición de desplazada que pudiera tener la accionante habida cuenta de haber sido reconocida como tal en otro departamento desde hacía más de tres (3) años.

En lo que hacía con el derecho a la salud, no había certeza de estar la actora carnetizada por el SISBEN y por tanto, sería la entidad del régimen subsidiado a la que se encontrara afiliada la que le prestara tal servicio, porque no aparecía acreditada la legitimación en pasiva frente a tal pretensión.

Por lo que a la entrega pecuniaria para el pago de arrendamiento se refería, acogió jurisprudencia de la Corte Constitucional que aclaraba que no se otorgaba a la persona un derecho subjetivo a exigir del Estado de manera directa una prestación determinada.

En ese orden de ideas, la respuesta a la inquietud planteada era negativa y no era procedente el amparo deprecado. Empero, requirió al Coordinador de la Unidad Territorial en Risaralda de la Red de Solidaridad, quien debía suministrar la información pertinente para que la actora conociera los programas y proyectos a los cuales podía acceder, así mismo, era obligación hacer los requerimientos necesarios a otras entidades para que la accionante y su grupo familiar se pudieran incorporar a programas de restablecimiento y a proyectos productivos, ya fuera por tener la calidad de desplazados o en su defecto, la orientación para que se le cubrieran las necesidades fundamentales que demandaba, en caso de no contar con esa condición o haber prescrito tales ayudas. 

4.- IMPUGNACIÓN

La señora accionante al momento de notificarse del fallo de tutela consignó su voluntad de impugnar el fallo, sin que aportara las razones por las cuales no estaba de acuerdo con el mismo, sin que tal requisito sea indispensable para que la Sala emprenda el estudio del caso puesto a su consideración como Juez Constitucional de segunda instancia.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por la actora contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.-  Sobre el impedimento planteado.

Es evidente que el señor Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO en su calidad de Juez Segundo Penal del Circuito para el momento de proferir el fallo, queda inmerso en la hipótesis legal contemplada en el artículo 56.6 de la Ley 906 de 2004 por haber proferido la providencia que se revisa, aplicable al trámite de tutela por virtud de lo dispuesto en el artículo 39 del Decreto 2591 de 1991. Por consiguiente, se hace imperativo aceptar el impedimento planteado y en consecuencia, se le separa del conocimiento de la presente acción.

5.2.- El caso concreto

Tal como se desprende de la respuesta suministrada por parte de la Oficina Jurídica de la Red de Solidaridad, la ayuda que se suministra a la población desplazada, está relacionada con la atención humanitaria de emergencia, circunscrita al límite temporal que le ha sido impuesto por la regulación pertinente.

Significa lo anterior, que el grupo familiar de la señora VÉLEZ RÍOS fue inscrito en la base de datos de la población desplazada desde hace más de tres (3) años en la localidad de Apartadó (Ant.) y fue allí donde recibió los beneficios inicialmente contemplados para este grupo de personas. Así se desprende de lo manifestado por ella al interponer de manera verbal la acción de tutela y de la versión suministrada por la Red.

Aparte de estar más que vencido el ámbito de vigencia temporal del auxilio estatal para la población desplazada, es necesario advertir que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha concluido que a este excepcional mecanismo se debe recurrir en su momento oportuno, porque el paso del tiempo puede hacer que el mismo resulte inane, como aquí acontece.

Es un hecho cierto que la señora VÉLEZ RÍOS y su grupo familiar han sobrevivido por más de tres (3) años, contados desde el momento en que fueron forzados a abandonar el asiento de sus actividades vitales, situación que permite concluir que no requieren la atención humanitaria de emergencia contemplada en la legislación pertinente. De otro lado, se desprende de lo actuado que en efecto, la accionante y su grupo familiar figuran en la base de datos que al respecto se tiene por parte de las autoridades, pero la posible desatención se deba al paso del tiempo o a la falta de información de la actora.

Obsérvese que como lo concluye el señor Juez de primera instancia, la Red de Solidaridad debe ofrecer la asesoría que se ha ordenado, porque lo que se advierte es una desinformación que debe ser suplida a partir de la actividad positiva que en ese sentido debe desplazar su Coordinador en esta región, quien deberá explicarle a la usuaria los pasos a seguir que le permitan por ejemplo, acceder al auxilio de arrendamiento en caso de requerir de tal ayuda.

Finalmente, debe hacerse claridad en que el SISBEN sólo es responsable de encuestar a los posibles beneficiarios de los programas estatales para favorecer a las personas de menos recursos, luego de lo cual, se expide el respectivo carné y de conformidad con la disponibilidad de cupos que exista, se asignan las Administradoras del Régimen Subsidiado que prestarán el servicio de salud dentro del Sistema de Protección Social en Salud. En el probable caso que la accionante y su grupo familiar no hayan sido encuestados por el SISBEN o que de haberse hecho, no se les haya asignado la A. R. S. que los atenderá para la satisfacción de sus necesidades de salud, pueden acudir a la Red Pública de Salud, para lo cual deben dirigirse a la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda, entidad encargada de suministrar tal ayuda, mientras se concretiza el ingreso al Régimen Subsidiado. 

Corolario, se confirmará el fallo impugnado, con la observación precedente.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela  proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, con las observaciones hechas en el cuerpo motivo de esta providencia.

SEGUNDO: Se acepta el impedimento planteado por el señor Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO y en consecuencia, se le separa del presente trámite.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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